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DERECHO A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS / PERSONA DE ESPECIAL PROTECCIÓN / POR EDAD Y POR CONDICIONES DE SALUD / ENTREGA DE SILLA DE RUEDAS TRAÍDA DEL EXTERIOR / NO REQUIERE REGISTRO SANITARIO.
Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable. (…)
Ha reconocido la Corte Constitucional la condición especial de algunas personas o grupos de personas que, en virtud a situaciones particulares, merecen una atención prioritaria y diferenciada por parte del Estado, en ese sentido entonces ha identificado a los niños, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad, entre otros, como sujetos de especial protección, calidad que al ostentarla, en principio hace procedente la definición de situaciones particulares a través de la acción de tutela como mecanismo principal. (…)
El Decreto 2078 de 2012 “por el cual se establece la estructura del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), y se determinan las funciones de sus dependencias” establece en  el artículo 2º que esta entidad tiene por objeto actuar como institución de referencia nacional en materia sanitaria y ejecutar las políticas formuladas por el Ministerio de Salud y Protección Social en materia de vigilancia sanitaria y de control de calidad de los medicamentos, productos biológicos… y elementos médico-quirúrgicos, odontológicos, productos naturales homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico, y otros que puedan tener impacto en la salud individual y colectiva de conformidad con lo señalado en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993…

… la destinataria del referido elemento es una sujeto de especial protección, que tiene la doble condición de adulta mayor y persona con discapacidad certificada por el médico tratante conforme se evidencia a folio 4 del expediente, de allí que se considere legítima la intervención del señor Castaño Mejía como agente oficioso, en procura de garantizar sus derechos fundamentales.  

También es necesario advertir, que si bien no puede darse aplicación a lo previsto en el artículo 20  del Decreto 2591 de 1991, en consideración a que el juzgado de conocimiento no requirió ningún informe al INVIMA, si opera en favor de la parte actora la presunción de veracidad del relató fáctico, ya que no fue desvirtuado por la entidad, pues recordemos que en el trámite de primera instancia no efectúo pronunciamiento alguno.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve
Acta N° 0         de 27 de noviembre de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por JORGE ELIAS CASTAÑO MEJIA agente oficioso de la señora BLANCA LIGIA MEJÍA DE CASTAÑO contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 21 de octubre de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos –INVIMA-.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Jorge Elías Castaño Mejía que su progenitora, Blanca Ligia Mejía de Castaño tiene en la actualidad 101 años, se encuentra impedida para caminar debido a una fractura de cadera sufrida hace 15 años y desde hace dos años está recluida en un hogar para ancianos; que dada su avanzada edad y su condición médica le enviaron desde Estados Unidos una silla de ruedas que le fue ordenada por su médico tratante, pero este elemento se encuentra retenido por el Invima, entidad que para su entrega exige el certificado sanitario de conformidad con lo dispuesto en los artículos 16 y 17 del Decreto 4725 de 2005, norma que no aplica, pues esta normatividad opera para los importadores y exportadores de elementos médicos.

Refiere que la actuación del INVIMA vulnera los derechos fundamentales a la vida, a la salud y al mínimo vital de su progenitora y por esa razón solicita su protección, así como la orden a la accionada de entregar la silla de ruedas que requiere para mejorar la calidad de vida.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado al Invima por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa, lo cual no hizo.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado declaró improcedente el amparo al advertir que la acción de tutela no era el mecanismo llamado a resolver el conflicto relacionado con la entrega de una silla de ruedas que no cumple los requisitos para su importación y registro sanitario, pues lo documentos que así lo acreditan no han sido remitidos al Invima para disponer su entrega.

Refiere también, que el verdadero propósito del actor es que por esta vía se omitan controles y procedimientos legalmente establecidos para el ingreso de dispositivos médicos al país, pretensión para la cual no fue concebida la acción de tutela, al margen de que la beneficiaria del mueble sea una adulta mayor de 101 años con fractura de cadera, cuya afectación de derechos fundamentales no fue acreditada, como tampoco la ocurrencia de un perjuicio irremediable, necesario para abordar el fondo el asunto.
Inconforme con la decisión la parte actora la recurrió señalando que la  a quo:  i) no le dio prioridad a la vida humana y tomó una decisión sin siquiera advertir que los hechos de la demanda no fueron siquiera controvertidos por la entidad accionada que guardó silencio durante el término conferido para intervenir en el proceso, y que ii)  la persona respecto de la cual se pide la protección es una adulta mayor de 101 años, con delicados problemas de salud, que no puede disfrutar de una mejores condiciones de vida, a pesar de que su hijo le donó una herramienta con esa finalidad. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

¿Procede la acción de tutela para ordenar la entrega de una silla de ruedas?

¿Le asiste razón al INVIMA para retener la silla de ruedas donada a la señora BLANCA LIGIA MEJIA DE CASTAÑO, por no contar con registro sanitario y la autorización de importación? 

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.

Frente a la procedencia de la acción de tutela, la Corte Constitucional, en la sentencia T-013-18, expuso lo siguiente:

“La acción de tutela fue concebida como un mecanismo de protección inmediato, oportuno y adecuado para las garantías fundamentales, frente a situaciones de amenaza o vulneración, por la acción u omisión de las autoridades públicas o, de los particulares en casos excepcionales. De lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto Ley 2591 de 1991 se ha considerado, pacíficamente, por esta Corte, que son requisitos para la procedencia o estudio de fondo de la acción de tutela la acreditación de i) la legitimación en la causa, ii) un ejercicio oportuno (inmediatez) y iii) un carácter subsidiario respecto de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se trate de un supuesto de perjuicio irremediable, o cuando existiendo, dichos medios carezcan de idoneidad y eficacia para proteger los derechos fundamentales en cada caso”. 

2. DE LOS SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN POR LA EDAD

Ha reconocido la Corte Constitucional la condición especial de algunas personas o grupos de personas que, en virtud a situaciones particulares, merecen una atención prioritaria y diferenciada por parte del Estado, en ese sentido entonces ha identificado a los niños, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad, entre otros, como sujetos de especial protección, calidad que al ostentarla, en principio hace procedente la definición de situaciones particulares a través de la acción de tutela como mecanismo principal.
Respecto al adulto mayor la protección resulta viable en la medida que torna ineficaz los medios de defensa judicial dispuestos para atender sus aspiraciones, por la dificultad que representa que pueden llegar a conocer las decisiones en las diferentes instancias de la justicia ordinaria.
Pero, para determinar la edad respecto la cual pude considerarse una persona un sujeto de especial protección, el máximo órgano de cierre en materia de tutela precisó lo siguiente:
“En términos prácticos, de los distintos criterios (cronológico, fisiológico y social) que sirven para fijar cuándo una persona puede calificarse en la tercera edad, esta Corporación ha optado por precisar una edad concreta, en asocio con la esperanza de vida certificada por el DANE, que varía.
Actualmente la esperanza de vida oficial, se encuentra estimada aproximadamente en los 76 años de edad. Por lo tanto, una persona será considerada de la tercera edad solo cuando supere esa edad, o aquella que certifique el DANE para cada periodo.
”.

Se concluye entonces que por regla general para que proceda la acción de tutela en virtud a la  edad del accionante, éste debe acreditar un mínimo de 76 años, o la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
3. DE LAS FUNCIONES DEL INVIMA Y EL CONTROL DEL INGRESO DE  DISPOSITIVOS MÉDICOS AL PAÍS.

El Decreto 2078 de 2012 “por el cual se establece la estructura del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), y se determinan las funciones de sus dependencias” establece en  el artículo 2º que esta entidad tiene por objeto actuar como institución de referencia nacional en materia sanitaria y ejecutar las políticas formuladas por el Ministerio de Salud y Protección Social en materia de vigilancia sanitaria y de control de calidad de los medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos médico-quirúrgicos, odontológicos, productos naturales homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico, y otros que puedan tener impacto en la salud individual y colectiva de conformidad con lo señalado en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 y en las demás normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. 

También dispone el artículo 4º ibídem, las funciones de la entidad, siendo éstas:

“1. Ejercer las funciones de inspección, vigilancia y control a los establecimientos productores y comercializadores de los productos a que hace referencia el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 y en las demás normas que lo modifiquen o adicionen, sin perjuicio de las que en estas materias deban adelantar las entidades territoriales, durante las actividades asociadas con su producción, importación, exportación y disposición para consumo. 

  

2. Certificar en buenas prácticas y condiciones sanitarias a los establecimientos productores de los productos mencionados en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 y expedir los registros sanitarios, así como la renovación, ampliación, modificación y cancelación de los mismos, de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 

  

3. Identificar y evaluar las infracciones a las normas sanitarias y a los procedimientos establecidos, adelantar las investigaciones a que haya lugar y aplicar las medidas sanitarias y las sanciones que sean de su competencia, de conformidad con la Ley 9ª de 1979 y demás normas reglamentarias. 

  

4. Remitir a las autoridades competentes la información de las posibles infracciones a las normas sanitarias de las que tenga conocimiento y que no sean de su competencia. 

  

5. Establecer las directrices técnicas y los procedimientos de operación a ejecutarse por parte de los entes territoriales, en los asuntos competencia del Invima. 

  

6. Liderar, en coordinación con entidades especializadas en la materia, la elaboración de normas técnicas de calidad en los temas de competencia de la entidad. 

  

7. Brindar asistencia técnica y asesorar a las entidades territoriales en la correcta aplicación de normas y procedimientos previstos en materia de vigilancia sanitaria y control de calidad en los temas de su competencia. 

  

8. Actuar como laboratorio nacional de referencia en relación a los productos de su competencia y ejercer la coordinación de la Red de Laboratorios a su cargo. 

  

9. Generar y suministrar la información requerida para alimentar los diferentes Sistemas Administrativos a los cuales pertenece el Invima en el marco de su competencia. 

  

10. Dirigir y hacer cumplir en todo el país las funciones de control de calidad y vigilancia sanitaria de los productos de su competencia. 

  

11. Proponer medidas de carácter general para la aplicación de las buenas prácticas o mejores estándares técnicos para la producción, transporte, almacenamiento y las demás actividades dirigidas al consumo de los productos objeto de vigilancia de la entidad. 

  

12. Realizar el control sanitario sobre la publicidad de los productos establecidos en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 y las normas que lo modifiquen o adicionen de conformidad con lo dispuesto en la Ley 9ª de 1979 y sus decretos reglamentarios y en las demás normas que se expidan para el efecto. 

  

13. Proponer y colaborar con las entidades competentes, en la investigación básica e investigación aplicada y epidemiológica de las áreas de su competencia. 

  

14. Realizar actividades de información y coordinación con los productores y comercializadores, sobre el cuidado en el manejo y uso de los productos cuya vigilancia le otorga la ley al Instituto. 

  

15. Adelantar campañas de educación sanitaria con los consumidores, sobre cuidados en el manejo y uso de los productos cuya vigilancia le otorga la ley al Instituto. 

  

16. Armonizar y establecer equivalencias, con los países con los cuales Colombia tenga relaciones comerciales, en materia de normas referidas a la vigilancia sanitaria y control de calidad de los productos establecidos en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 y en las demás normas pertinentes, en el marco de sus competencias. 

  

17. Desarrollar el sistema de autorización y verificación internacional para productos objeto de vigilancia, de acuerdo con la normatividad vigente. 

  

18. Evaluar y adoptar, en el marco de sus competencias, las medidas que sean necesarias para facilitar los procesos de admisibilidad sanitaria que inicie el país en los mercados internacionales y coordinar con el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), y las demás entidades públicas, las acciones a adelantar. 

  

19. Otorgar visto bueno sanitario a la importación y exportación de los productos de su competencia, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en las normas vigentes. 

  

20. Las demás funciones asignadas o delegadas que correspondan a la naturaleza de la entidad”. 

Ahora bien, para el efectivo cumplimiento de estas funciones, fue expedido el Decreto 4725 de 2005 “Por el cual se reglamenta el régimen de registros sanitarios, permiso de comercialización y vigilancia sanitaria de los dispositivos médicos para uso humano”, señala en sus artículos 16 y 17 que:

“Artículo 16. Registro sanitario. Los dispositivos médicos y equipos biomédicos que no sean de tecnología controlada de clases IIb y III, requieren para su producción, importación, exportación, procesamiento, envase, empaque, almacenamiento, expendio y comercialización de registro sanitario expedido por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, previo el cumplimiento de los requisitos técnicos--científicos, sanitarios y de calidad previstos en el presente decreto.
Artículo 17. Registro sanitario automático. Los dispositivos médicos y equipos biomédicos que no sean de tecnología controlada de clases I y II, requieren para su producción, importación, exportación, procesamiento, envase, empaque, almacenamiento, expendio y comercialización de registro sanitario automático expedido por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, previo el cumplimiento de los requisitos señalados en el presente decreto”.

Respecto a qué se entiende por dispositivo médico, la misma norma lo define como:
“Dispositivo Médico Activo. Cualquier dispositivo médico cuyo funcionamiento dependa de una fuente de energía eléctrica o de cualquier fuente de energía distinta de la generada directamente por el cuerpo humano o por la gravedad, y que actúa mediante la conversión de dicha energía. No se considerarán dispositivos médicos activos, los productos sanitarios destinados a transmitir, sin ninguna modificación significativa, energía, sustancias u otros elementos de un dispositivo médico activo al paciente.

Dispositivo Médico Activo Terapéutico. Cualquier dispositivo médico activo utilizado sólo o en combinación con otros dispositivos médicos, destinado a sostener, modificar, sustituir o restaurar funciones o estructuras biológicas en el contexto del tratamiento o alivio de una enfermedad, lesión o deficiencia.

Dispositivo Médico Alterado. Es aquel que se encuentre inmerso en una de las siguientes situaciones:

a) Cuando sin el lleno de los requisitos señalados en el presente decreto, se le hubiere sustituido, sustraído total o parcialmente, o reemplazado los elementos constitutivos que forman parte de la composición o el diseño oficialmente aprobado, o cuando se le hubieren adicionado sustancias o elementos que puedan modificar sus efectos o sus características funcionales fisicoquímicas o microbiológicas;

a) Cuando sin el lleno de los requisitos señalados en el presente decreto, hubiere sufrido transformaciones en sus características funcionales, fisicoquímicas, biológicas y microbiológicas, por causa de agentes químicos, físicos o biológicos;

b) Cuando, se encuentre vencida la fecha de expiración correspondiente a la vida útil del dispositivo médico, cuando aplique;

c) Cuando no corresponda al autorizado por la autoridad sanitaria o se hubiere sustituido el original, total o parcialmente;

d) Cuando por su naturaleza, no se encuentre almacenado o conservado con las debidas precauciones;

e) Cuando se altere el diseño original o la composición del dispositivo médico.

Dispositivo médico combinado. Se considera dispositivo médico combinado, un dispositivo que forme con un fármaco, un solo producto destinado a ser utilizado exclusivamente en esta combinación. Si la función principal tiene una acción farmacológica, será evaluado bajo las disposiciones del Decreto 677 de 1995 o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan. Si la función principal es la de ser dispositivo y la del fármaco, accesoria, se regirá por lo dispuesto en el presente decreto con la verificación de calidad y seguridad del medicamento.

Dispositivo médico destinado a investigaciones clínicas. Es cualquier dispositivo médico para ser utilizado por un facultativo especialista, en investigaciones efectuadas en un entorno clínico humano adecuado.

Dispositivo médico fraudulento. Aquel que se comercializa sin cumplir con los requisitos exigidos en las disposiciones técnicas y legales que lo regulan, o aquel que es fabricado, ensamblado total o parcialmente en Colombia sin el respectivo registro sanitario o permiso de comercialización.

Dispositivo médico implantable. Cualquier dispositivo médico diseñado para ser implantado totalmente en el cuerpo humano o para sustituir una superficie epitelial o la superficie ocular mediante intervención quirúrgica y destinado a permanecer allí después de la intervención por un período no menor de treinta (30) días.

Dispositivo médico invasivo. El que penetra parcial o completamente en el interior del cuerpo, bien por un orificio corporal o bien a través de la superficie corporal.

Dispositivo médico invasivo de tipo quirúrgico. Dispositivo médico invasivo que penetra en el interior del cuerpo a través de la superficie corporal por medio de una intervención quirúrgica.

Para los efectos del presente decreto, los dispositivos médicos distintos de los aludidos en esta definición y cuya penetración no se produzca a través de uno de los orificios corporales reconocidos, serán considerados productos invasivos de tipo quirúrgico.

Dispositivo médico quirúrgico reutilizable. Instrumento destinado a fines quirúrgicos para cortar, perforar, cerrar, escarificar, raspar, pinzar, retraer, recortar u otros procedimientos similares, sin estar conectado a ningún dispositivo médico activo y que puede volver a utilizarse una vez efectuados todos los procedimientos pertinentes.

Dispositivo médico para uso humano. Se entiende por dispositivo médico para uso humano, cualquier instrumento, aparato, máquina, software, equipo biomédico u otro artículo similar o relacionado, utilizado sólo o en combinación, incluyendo sus componentes, partes, accesorios y programas informáticos que intervengan en su correcta aplicación, propuesta por el fabricante para su uso en:

a) Diagnóstico, prevención, supervisión, tratamiento o alivio de una enfermedad;

b) Diagnóstico, prevención, supervisión, tratamiento, alivio o compensación de una lesión o de una deficiencia;

c) Investigación, sustitución, modificación o soporte de la estructura anatómica o de un proceso fisiológico;

d) Diagnóstico del embarazo y control de la concepción;

e) Cuidado durante el embarazo, el nacimiento o después del mismo, incluyendo el cuidado del recién nacido;

f) Productos para desinfección y/o esterilización de dispositivos médicos.

Los dispositivos médicos para uso humano, no deberán ejercer la acción principal que se desea por medios farmacológicos, inmunológicos o metabólicos.

Dispositivo médico o equipo biomédico vital no disponible. Son aquellos indispensables e irremplazables para salvaguardar la vida o aliviar el sufrimiento de un paciente o grupo de pacientes, y que por condiciones de baja rentabilidad en su comercialización, no se encuentran disponibles en el país o las cantidades no son suficientes.

Dispositivos con superficie de contacto. Son aquellos que incluyen contacto con piel, membrana mucosa y superficies abiertas o comprometidas.

Dispositivos de comunicación interna y externa. Incluyen los dispositivos que entran en contacto directo con la corriente sanguínea o sangre, fluidos corporales o aquellos que se comunican con tejidos, huesos y con el sistema pulpa/dentina.

Dispositivo médico terminado. Es el que se encuentra en su empaque definitivo, apto para ser usado y listo para su distribución comercial.

Dispositivo médico sobre medida. Todo dispositivo fabricado específicamente, siguiendo la prescripción escrita de un profesional de la salud, para ser utilizado por un paciente determinado” -artículo 2º-. Negrilla para resaltar.

Respecto a que tipo de elemento es la silla de ruedas, se tiene que la Organización Mundial de la Salud, define ésta como un “medio de asistencia” que busca “mejorar la movilidad personal, condición previa para disfrutar de los derechos humanos y una vida digna”

A su vez, Wikipedia define la silla de ruedas como una ayuda técnica, definición que comparte la Corte Constitucional en la T-196-18, cuando precisó:

“Ahora bien, en lo que se refiere específicamente a algunos elementos de “aseo”, como es el caso de los pañitos húmedos, y ciertas ayudas técnicas, como ocurre particularmente con las sillas de ruedas, estos insumos se encuentran expresamente excluidos del Plan de Beneficios en Salud con cargo a la Unidad de Pago por Capitación (UPC)”. 
4. CASO CONCRETO

De acuerdo con el relato fáctico, se tiene que el señor Jorge Elías Castaño Mejía reprocha el actuar abusivo y arbitrario del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos -Invima-, consistente en la retención de una silla de ruedas, enviada por su hermano desde Estados Unidos para uso de su progenitora, una mujer de 101 años de edad, que se encuentra en delicado estado de salud, imposibilitada para caminar y recluida en un ancianato.
Lo primero que debe precisarse es que sin lugar a dudas, la destinataria del referido elemento es una sujeto de especial protección, que tiene la doble condición de adulta mayor y persona con discapacidad certificada por el médico tratante conforme se evidencia a folio 4 del expediente, de allí que se considere legítima la intervención del señor Castaño Mejía como agente oficioso, en procura de garantizar sus derechos fundamentales.  

También es necesario advertir, que si bien no puede darse aplicación a lo previsto en el artículo 20
 del Decreto 2591 de 1991, en consideración a que el juzgado de conocimiento no requirió ningún informe al INVIMA, si opera en favor de la parte actora la presunción de veracidad del relató fáctico, ya que no fue desvirtuado por la entidad, pues recordemos que en el trámite de primera instancia no efectúo pronunciamiento alguno.
En ese sentido, tenemos entonces que el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos -Invima-, se niega a entregar al señor Castaño Mejía una silla de ruedas enviada desde el exterior, por carecer de los requisitos necesarios para su ingreso al país.
De acuerdo con las respuestas brindadas a las diferentes peticiones elevadas por el accionante con el fin de que le fuera entregado el citado elemento, se tiene que el INVIMA soporta su negativa en el Decreto 4725 de 2005, exigiendo al usuario el registro sanitario y  de importación de que tratan los artículos 16, 17 y 43
 de la citada norma -fl 6 y 8-.
Luego de analizar el marco normativo utilizado por la llamada a juicio para negarse a entregar la silla de ruedas enviada para que fuera usada por la señora Mejía de Castaño, advierte la Sala que este no regula la situación puesta a su conocimiento, no solo porque de manera evidente no es un dispositivo traído con la finalidad de comercializarlo, si no también porque como viene de verse la silla de ruedas no es un dispositivo médico, sino una ayuda técnica conforme se indicó párrafos atrás, por lo tanto no debió el INVIMA retenerla solicitando registros que -para la situación concreta- no se requerían, lo que se constituye en una actuación manifiestamente formalista y desproporcionada que no corresponde a la jurisdicción avalar, si en cuenta se tiene la persona beneficiaria del bien mueble. 
En el anterior orden de ideas, no solo resulta palmaria la vulneración del derecho a la vida digna de la cual es titular la señora BLANCA LIGIA MEJÍA CASTAÑO, en tanto se le ha obstaculizado la posibilidad de mejor sus condiciones de vida, sino también el debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Nacional, pues el INVIMA impuso a la usuaria una carga no contemplada en la ley.
Por lo anterior, se REVOCARÁ la decisión de primer grado y como consecuencia se ordenará al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos –Invima- a través del Director de Operaciones Sanitarias, doctor Luis Armando Cerón Escorcia o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas proceda a entregar al señor Jorge Elías Castaño Mejía, la silla de ruedas con registro de guía de ingreso al país PER0220031989.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida por el Juzgado Segundo  Laboral del Circuito de Pereira, el 21 de octubre de 2019, para en su lugar TUTELAR los derechos fundamentales a la VIDA EN CONDICIONES DIGNAS y DEBIDO PROCESO de los cuales es titular la señora BLANCA LIGIA MEJÍA DE CASTAÑO agenciada por el señor JORGE ELÍAS CASTAÑO MEJIA.

SEGUNDO: ORDENAR al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos -Invima- a través del Director de Operaciones Sanitarias, doctor Luis Armando Cerón Escorcia o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas proceda a entregar al señor Jorge Elías Castaño Mejía, la silla de ruedas con registro de guía de ingreso al país PER0220031989.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
� T-339-17


� “ARTICULO 20. PRESUNCION DE VERACIDAD. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”.


� “Artículo 43. Registro de importación. Para el respectivo registro de importación de los dispositivos médicos y equipos biomédicos de tecnología controlada, el importador deberá anexar el respectivo registro sanitario o permiso de comercialización según el caso.


En el registro de importación debe especificarse la marca y modelos de los dispositivos médicos a importar y si los mismos son nuevos o usados”.
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